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SALA DE DECISION PENAL 
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veinticinco (25) de julio de dos mil dieciséis (2016)

Proyecto aprobado por Acta No.659

Hora: 3:45 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
La Sala decide en primera instancia lo concerniente a la acción de tutela interpuesta por el joven Hernán José Silva Restrepo en contra de del Departamento Nacional de Planeación DNP y del Instituto Colombiano de Crédito Educativo y Estudios Técnicos en el Exterior – ICETEX por considerar vulnerados sus derechos fundamentales a la igualdad, debido proceso y educación. 
2. RESUMEN DE LOS ANTECEDENTES
2.1. El joven Hernán José Silva Restrepo informó que se graduó como bachiller en el año 2015, obteniendo un puntaje en los exámenes de Estado ICFEX de 328 el cual es superior al mínimo establecido para tener derecho a estar incluido en el programa del Gobierno “ser pilo paga”.  

Señaló el actor que su madre y hermana fueron incluidas en el SISBEN en el programa del municipio de Apía, Risaralda, pero ante las múltiples ocupaciones de su madre como cabeza de familia para procurar el bienestar de él y su hermana, sólo pudo registrarlo en el SISBEN el 20 de octubre de 2015, tal como lo demuestra el certificado expedido por la Alcaldía de Apía, fecha posterior a la que debía inscribirse para obtener los beneficios educativos antes aludidos, que era en el mes de agosto del mismo año. En tal sentido, cuando su madre solicitó que lo incluyeran en el programa “ser pilo paga”, la respuesta fue negativa.

Por lo tanto, consideró el accionante que ante la omisión involuntaria de su madre, no debe verse frustrado su acceso a contar con el alivio económico   para continuar los estudios superiores, ya que actualmente está inscrito en el programa de Licenciatura en música en la Universidad Tecnológica de Pereira.

Señaló que de conformidad con lo dispuesto por el Consejo de Estado dentro de una acción de tutela instaurada por el joven Sebastián Enrique Franco Torres, que no es tanto la inscripción en el SISBEN, sino la condición socioeconómica del estudiante que aspira a ser incluido en citado programa, solicita que se le amparen sus derechos fundamentales a la igualdad, la educación y el debido proceso.

Manifestó que si bien el silencio administrativo negativo opera pasado tres meses (sic), su situación académica y económica confluyen para que la tutela opere como mecanismo directo y no de manera transitoria.

2.2. El accionante solicitó que se ordene a las entidades accionadas que realicen las acciones correspondientes para permitir el ingreso al programa  “ser pilo paga”, para lo cual adjuntó copia de los documentos a los que hizo alusión en su demanda, visibles a folios 5 al 20.

2.3. Mediante auto del 11 de julio de 2016 se avocó el conocimiento de la presente acción de tutela y se ordenó correr traslado de la misma a las entidades demandadas (folio 23).
3. SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA DE TUTELA
3.1. ICETEX
Informó que para acceder al programa “ser pilo sí paga 2.0 once mil créditos condonables” son los siguientes:

a) Haber presentado la prueba “saber 11” el 2 de agosto de 2015 y haber obtenido un puntaje igual o superior a 318.

b) Haber cursado y aprobado el grado 11 en 2015

c) Estar registrado en el SISBEN en la base del 19 de junio de 2015 y cumplir con los siguientes puntos de corte:

AREA



MENOR O IGUAL A

14 ciudades principales

57.21

Otras cabeceras municipales
56.32

Rurales




40.75

d) Si pertenece a población indígena debe estar registrado dentro de la base censal del Ministerio Interior con corte al 30 de junio de 2015.
e) Ser admitido en una de las 39 instituciones de educación superior acreditadas en alta calidad.

De acuerdo con lo anterior, el joven Hernán José Silva Restrepo, al validar los aplicativos del ICETEX no se evidencia registro de solicitud para acceder al programa “ser pilo sí paga 2.0” con el documento de identidad No.1.088.538.977, así como tampoco por nombres y apellidos.  Al validar en el listado de estudiantes admitidos reportado por las instituciones de educación superior con corte diciembre a 2015, no aparece registro a nombre del accionante.  Igualmente, indicó la convocatoria al mencionado programa se encuentra cerrada dado que se habilitó desde el 23 de octubre de 2015 hasta el 31 de diciembre de 2015.  Por lo tanto, el joven Silva Restrepo no cumple con la totalidad de los requisitos para acceder al programa aludido.

Por lo anterior, consideró que no existe vulneración alguna de los derechos fundamentales del accionante y en tal sentido, solicitó que se declare improcedente la presente tutela (Fls. 30 y 31).

Adjuntó copia del certificado a nombre del accionante, donde indica que el joven Silva Restrepo no cumple con los requisitos para acceder al programa ser pilo sí paga. (Fls. 32-37)
3.2. DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACIÓN -DNP
Consideró que el DNP no es el responsable de la presunta vulneración de los  derechos fundamentales invocados por el accionante por no ser la autoridad competente para otorgar los programas a los beneficiarios del SISBEN, como lo son los departamentos, los municipios y los distritos, de acuerdo a lo establecido en la Ley 715 de 2001.
Aclaró que el papel del DNP frente al SISBEN consiste en depurar la base de datos que alimentan las entidades territoriales, diseñar los controles de calidad para el efecto e implementar el SISBEN, pero la operación y la aplicación de éste corresponde a las entidades territoriales, así como la tarea de aplicar encuestas, reclasificar personas o definir la entrada o salida de los programas sociales, las que luego serán remitidas al DNP para que se surta el proceso de validación y publicación dentro de las fechas de corte establecidas en las resoluciones Nos.4060 del 11 de noviembre de 2014 y la 3900 de 2015.

Indicó que revisada la base de datos del SISBEN III correspondiente al corte del 26  copia de mayo de 2016, se encontró que Hernán José Silva Restrepo, aparece registrado en el municipio de Apía, Risaralda, área 2, tiene un puntaje de 30.20 con fecha de modificación 2015/10/2, estado “validado”.  Al realizar la consulta en la base de datos con corte al 19 de junio de 2015 se puede apreciar que el mismo no se encontraba registrado, situación que difiere con la de la señora Adela del Socorro Restrepo, la cual se encuentra registrada desde el 12/11/2014 con fecha de modificación el 20/10/2015.  Lo que significa que el joven Silva Restrepo fue registrado en la base de datos del SISBEN metodología III con posterioridad al corte del 19 de junio de 2015 (según el cuadro de las encuestas reportadas por el municipio de Apía  al DNP el 20 de noviembre de 2015) 
Señaló que los jóvenes que cursaron y aprobaron el grado 11 en el año 2015 y que presentaron las pruebas “saber 11” el día 2 de agosto de 2015 debieron haber cumplido con los requisitos exigidos como era el haber estado registrado en los programas sociales del SISBEN con corte al 19 de junio de 2015, lo cual no acreditó el joven Silva Restrepo y en tal sentido, no puede acceder al programa en mención.

Por lo anterior, solicitó que se desvincule al DNP declarando la falta de legitimación en la causa por pasiva, o en su defecto negar las pretensiones de la demanda (Fls. 39-43).

3.3. MINISTERIO DE EDUCACIÓN 

Indicó que ese Ministerio no tiene legitimación en la causa por activa, toda vez que el ICETEX es la entidad encargada de administrar los recursos presupuestales del programa ser pilo paga a través del fondo cuenta, verifica además el cumplimiento de los requisitos de inscripción, gestiona las convocatorias, evalúa asigna y hace el seguimiento a cada uno de los créditos condonables, otorgados por el programa hasta el límite presupuestal.
Señaló que como el actor  inició en el primer semestre de 2016 en la Universidad Tecnológica de Pereira el programa de Bellas Artes y Humanidades, se evidencia que el mismo no está frente a un perjuicio inminente ni ante una vulneración a sus derechos fundamentales.  Además, en el presente caso desde el 5 de diciembre de 2015 fue publicada la lista de los potenciales beneficiarios al programa y la lista de los “pilos” preseleccionados fue publicada el 19 del mismo mes y año.  Tampoco se cumple con el principio de la inmediatez, toda vez que las  universidades dieron inicio a su período lectivo desde hace aproximadamente 6 meses Y se evidencia que no existe un perjuicio irremediable al actor.
Explicó en qué consiste el programa “ser pilo paga” para concluir que el accionante no cumplió con todos los requisitos exigidos para acceder al mismo y en tal sentido, solicitó que se declare improcedente el amparo invocado y que en caso de que se considere que el accionante debe ser incluido como beneficiario del programa mencionado, se debe indicar cual “pilo” debe ser excluido para darle el cupo al tutelante.  Subsidiariamente, solicitó que se desvincule al Ministerio de Educación del presente trámite por falta de legitimación en la causa. (Fls. 47-52)
4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Sala está habilitada para pronunciarse respecto de la acción constitucional interpuesta, de conformidad con lo preceptuado en el artículo 86 de la Constitución Nacional; 37 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.  

4.2. Problema Jurídico y solución al caso en concreto
Corresponde a este Tribunal determinar si el joven Hernán José Silva Restrepo se le han vulnerado sus derechos fundamentales por no haberlo incluido en el programa “ser pilo sí paga 2”.
4.3. La Sala reitera que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para 
evitar un perjuicio irremediable.

4.4. Derecho fundamental a la educación, según la jurisprudencia de la Corte Constitucional (Sentencia T-743 de 2013):
El artículo 67 de la Constitución reconoce en la educación una doble condición de derecho y de servicio público que busca garantizar el acceso de los ciudadanos al conocimiento, a la ciencia y a los demás bienes y valores culturales. La relevancia de esa función social explica que la norma superior le haya asignado a la familia, a la sociedad y al Estado una corresponsabilidad en la materialización de esas aspiraciones y que haya comprometido a este último con tareas concretas que abarcan, desde la regulación y el ejercicio del control y vigilancia del servicio educativo, hasta la garantía de su calidad, de su adecuado cubrimiento y la formación moral, física e intelectual de los estudiantes. En cuanto a servicio público, la educación exige del Estado unas actuaciones concretas, relacionadas con la garantía de su prestación eficiente y continua a todos los habitantes del territorio nacional, en cumplimiento de los principios de universalidad, solidaridad y redistribución de los recursos en la población económicamente vulnerable. En su dimensión de derecho, la educación tiene el carácter de fundamental, en atención al papel que cumple en la promoción del desarrollo humano y la erradicación de la pobreza y debido a su incidencia en la concreción de otras garantías fundamentales, como la dignidad humana, la igualdad de oportunidades, el mínimo vital, la libertad de escoger profesión u oficio y la participación política.
 
4.5. DEL CASO EN CONCRETO
4.5.1.  Acudió el joven Silva Restrepo con el fin de que se ordene a las entidades demandas su  inclusión en el programa “ser pilo paga” por cumplir con los requisitos para acceder al mismo, pese a que su su madre por sus múltiples ocupaciones como madre cabeza de familia, sólo pudo  registrarlo en el SISBEN el 20 de octubre de 2015, fecha posterior a la que se requería para solicitar su inscripción en el programa “ser pilo paga”, esto es en el mes de agosto de 2015.

4.5.2. Ahora bien el ICETEX informó a esta Sala que para acceder al programa “ser pilo sí paga 2.0 once mil créditos condonables” se debe cumplir con los siguientes requisitos:

a) Haber presentado la prueba “saber 11” el 2 de agosto de 2015 y haber obtenido un puntaje igual o superior a 318.

b) Haber cursado y aprobado el grado 11 en 2015

c) Estar registrado en el SISBEN en la base del 19 de junio de 2015 y cumplir con los siguientes puntos de corte:

AREA



MENOR O IGUAL A

14 ciudades principales

57.21

Otras cabeceras municipales
56.32

Rurales




40.75

d) Si pertenece a población indígena debe estar registrado dentro de la base censal del Ministerio Interior con corte al 30 de junio de 2015.

e) Ser admitido en una de las 39 instituciones de educación superior acreditadas en alta calidad.

En el curso de la presente actuación, se demostró que el joven Silva Restrepo presentó la prueba del Saber 11º el 2 de agosto de 2015 y obtuvo un puntaje de 328 en el puesto (folio 13), por haber cursado el grado 11 en la Institución Educativa Sagrada Familia de Apía, Risaralda, (folio 14).  Ahora bien, se observa que una de las condiciones del programa de asignación de créditos educativos condonables “ser pilo paga 2” era estar registrado, con corte al 19 de junio de 2015, en la base de datos del Sistema de Identificación de Potenciales Beneficiarios de Programas Sociales (SISBEN) teniendo en cuenta los puntajes máximos señalados en la tabla precedente.    Sin embargo del material probatorio allegado al expediente de tutela se tiene que el joven Silva Restrepo se encuentra validado en la base del SISBEN el 2015/10/20 con corte 17 de diciembre de 2015, con un puntaje de 30.20, cumpliendo extemporáneamente este presupuesto (folio 10).

4.5.3. La Corte Constitucional en la Sentencia T-862 de 2002 señaló que el  SISBEN- constituye el principal instrumento a disposición de las autoridades de las entidades territoriales para focalizar el gasto social descentralizado. Este instrumento, sirve para seleccionar a los beneficiarios de los programas sociales dirigidos a los sectores más pobres y vulnerables de la población colombiana, financiados, básicamente, con los recursos provenientes de las transferencias intergubernamentales (C.P., artículos 356 y 357; Ley 60 de 1993, artículo 30), además en dicha sentencia subrayó lo siguiente 
 
“Ciertamente, algunos programas de política social y, en especial, aquellos que operan con base en la entrega de subsidios a la demanda, requieren, en una primera fase, que sus potenciales beneficiarios sean individualmente seleccionados, de manera justa y equitativa, con el fin de garantizar que los dineros públicos que constituyen tales subsidios lleguen a los sectores sociales que más requieren de ellos. El SISBEN es un programa de focalización del gasto social descentralizado, diseñado por el Departamento Nacional de Planeación e implementado y operado por los distritos y los municipios. Consiste, básicamente, en la recolección, a través del mecanismo de la encuesta, de la información que se requiere para completar la denominada ficha de clasificación socioeconómica. Dicha ficha, tras ser procesada y sistematizada por medio de una aplicación especial creada para estos efectos, arroja un puntaje que permite ubicar a la familia o individuo encuestado en alguno de los seis niveles de pobreza preestablecidos.
 
“De lo anterior, se desprende la importancia constitucional del SISBEN como instrumento que contribuye, de manera fundamental, a la efectividad de los derechos económicos, sociales y culturales consagrados en la Constitución Política. El señalado mecanismo de focalización del gasto social constituye el primer paso del proceso de asignación de unos recursos públicos que tienden a subvenir las necesidades materiales más acuciantes de los sectores más pobres y vulnerables de la población colombiana y, por tanto, se erige en una herramienta esencial a disposición de las autoridades públicas obligadas a hacer efectivo el mandato de especial protección a los grupos discriminados o marginados (C.P., artículo 13). Esta constatación, ha permitido que la Corte establezca el derecho de los ciudadanos en condiciones de pobreza y vulnerabilidad de acceder al SISBEN de manera igualitaria y, a la vez, el deber correlativo de las autoridades estatales encargadas de la administración e implementación de este programa de adoptar todas aquellas medidas dirigidas a que éste cumpla con su objetivo constitucional a cabalidad.”
 
Significa lo anterior, que el registro en la base de datos del SISBEN es de suma importancia, porque es un instrumento que permite acreditar la condición de beneficiario de subsidios establecidos en programas del Gobierno Nacional que para el caso sería para el de educación como “ser pilo paga” implementado por el Ministerio de Educación y el ICETEX, y de igual manera, sirve a las entidades públicas para exigir a los beneficiarios su registro en dicha base.

4.5.4. En el caso sub examine,  de la respuesta recibida por parte del DNP se advierte que el joven Silva Restrepo no se encontraba registrado en la base de datos del SISBEN a 19 de junio de 2015, situación diferente a la señora Adela del Socorro Restrepo quien junto con la joven Luisa Fernanda Silva Restrepo se encontraban incluidas para el 12/11/2014.  Posteriormente, el accionante fue incluido con fecha de modificación 20/10/2015 con corte de noviembre de 2015, lo anterior siguiendo los parámetros previstos en el Decreto 1192 de 2010 y la Resolución No. 4060 de 11 de noviembre de 2014 que establecen las fechas de entrega para certificación de las bases brutas municipales y distritales del SISBEN y de publicación y envío de la Base Certificada (ver folio 41, adverso)

En concordancia lo acabado de indicar, se tiene que el registro del SISBEN del joven Hernán José Silva Restrepo visible a folios 8 del expediente de tutela demuestra que se mantiene como inscrito el 2015/10/20  con el mismo puntaje 30.20 a corte 31 de marzo de 2016 (folio 8), lo que permite deducir  que si bien el accionante cumplió los requisitos académicos exigidos en el programa de créditos condonables, se acreditó que para el 19 de junio de 2015, el joven Silva Restrepo, sin explicación alguna, no se encontraba registrado en el SISBEN, circunstancia suficiente para declarar que no cumplía con la totalidad de los requisitos previamente establecidos para presentar la postulación, máxime que la su madre y su hermana estaban incluidas en el SISBEN III desde el 12/11/2014, tal como el mismo tutelante lo aceptó y quedó acreditado por el DPN en su respuesta a la demanda de tutela.
4.5.5.  En ese orden de ideas, la Sala considera que el ICETEX para se ciñó a los parámetros de la Resolución No. 4060 de 11 de noviembre de 20 en la que se fijaron las fechas de la base certificada del SISBEN para el año 2015, lo cual se hace necesario para la verificación de la inscripción en el SISBEN con el fin de establecer los hogares beneficiarios del programa y determinar la forma en que deben distribuirse unos recursos del Gobierno Nacional, sin que se observe vulneración al derecho fundamental del debido proceso, el cual pese a no haber sido invocado por el accionante, se infiere la necesidad de hacer referencia al mismo.
4.5.6.   Con respecto al derecho fundamental al debido proceso, el mismo se encuentra consagrado en el artículo 29 de la Constitución Política según el cual “se aplicará a todas las actuaciones judiciales y administrativas”. Al respecto, la jurisprudencia constitucional ha decantado el alcance del derecho fundamental al debido proceso como “el deber de las autoridades, tanto judiciales como administrativas, de respetar y garantizar el ejercicio de los derechos de defensa y contradicción[19]. Así mismo, lo ha definido como un principio inherente al Estado de Derecho que “posee una estructura compleja y se compone por un plexo de garantías que operan como defensa de la autonomía y libertad del ciudadano, límites al ejercicio del poder público y barrera de contención a la arbitrariedad”[20].
 
Sobre el derecho al debido proceso administrativo la Corte desde sus inicios ha definido su alcance explicando que con la Carta de 1991 se produjo una innovación al elevar a rango de fundamental un derecho tradicionalmente de rango legal. En el texto Superior anterior ese derecho buscaba inicialmente asegurar la libertad física extendiéndose posteriormente a procesos de naturaleza no criminal y demás formas propias de cada juicio. Con la nueva Constitución se amplió su ámbito garantizador con el deber de consultar el principio de legalidad en las actuaciones judiciales y en adelante las administrativas[21].”
 
Dicha extensión a las actuaciones administrativas busca garantizar la correcta producción de los actos administrativos y comprende “todo el ejercicio que debe desarrollar la administración pública en la realización de sus objetivos y fines estatales, lo que implica que cobija todas las manifestaciones en cuanto a la formación y ejecución de los actos, a las peticiones que presenten los particulares, a los procesos que por motivo y con ocasión de sus funciones cada entidad administrativa debe desarrollar y desde luego, garantiza la defensa ciudadana al señalarle los medios de impugnación previstos respecto de las providencias administrativas, cuando crea el particular que a través de ellas se hayan afectado sus intereses” (Ver Sentencia T-079 de 2015)

 
4.5.7. Ahora bien, el accionante adjuntó copia de certificado de estudio expedido por la Universidad Tecnológica de Pereira en el que consta que está matriculado para estudiar del primer semestre lectivo de 2016 en la facultad de Bellas Artes y Humanidades en el programa de Licenciatura en Música, el cual tiene una duración de 10 semestres académicos y que a la fecha tiene acumulados 17 créditos académicos y correspondientes al segundo semestre (folio 20), lo que permite colegir que su derecho fundamental a la educación no está siendo conculcado, ni demostró el actor amenaza de vulneración del mismo.
4.5.8.  Mencionó el accionante que en su caso se debe dar aplicación a la sentencia de segunda instancia proferida por el Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Segunda Subsección B, Consejero Ponente Dr. Gerardo Arenas Monsalve, del 24 de febrero de 2016, radicado bajo el No.25000-23-42-000-2015-02194-01(AC), dentro de la acción de tutela presentada por la señora Gloria Amparo Torres Maldonado, en representación de su hijo, Sebastián Enrique Franco Torres; sin embargo, de la lectura de la misma, dicha Corporación concluyó que si bien el joven Franco Torres no había cumplido con el requisito de estar inscrito en la base certificada del SISBEN con corte de 19 de junio de 2015, no había sido “por una actitud displicente o negligente del interesado, sino que la tardanza en el trámite se deriva de circunstancias ajenas a su voluntad que no les permitieron enterarse oportunamente de las fechas en que debía iniciar el trámite”.  De tal manera, que en esta oportunidad no se puede amparar el derecho fundamental a la igualdad solicitado por el joven Silva Restrepo, toda vez que no quedó acreditado que su madre haya solicitado su registro en el SISBEN antes del 19 de junio de 2015 con el fin de acreditar que su hogar igualmente estaba conformado también con Hernán José Silva Restrepo.   
Es importante señalar en este punto, que la igualdad es un concepto que no solo se debe analizar desde el punto de vista de la discriminación que se pueda generar entre personas que se encuentren en una misma situación fáctica, sino que también se debe estudiar desde la perspectiva de evitar un escenario preferente o favorable a una determinada persona por encima de los demás que se encuentran en similares condiciones, sin mediar justificación alguna.  Por lo tanto, si se accede al pedimento del actor, ahí sí se afectarían los derechos fundamentales a la igualdad y educación de un beneficiario que previamente cumplió con los requisitos para acceder al programa “ser pilo si paga”, tal como lo manifestó la asesora jurídica del Ministerio de Educación cuando informó que no existe disponibilidad de cupos toda vez que ya se destinaron todos los recursos disponibles para el mismo.
4.5.9.   Por lo tanto, la Sala concluye que al no quedar acreditada una actuación u omisión por parte de las entidades demandadas, lo solicitado en la acción de tutela no conlleva a la supuesta amenaza o vulneración de las garantías fundamentales reclamadas.  Al respecto, existe jurisprudencia de la Corte Constitucional que hace alusión a la improcedencia de la acción de tutela ante la inexistencia de una conducta respecto de la cual se pueda efectuar el juicio de vulnerabilidad de derechos fundamentales, en tal sentido, en la Sentencia T-130 de 2014, se reiteró lo siguiente:
“El objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata, concreta y subsidiaria de los derechos fundamentales, “cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad  pública o de los particulares [de conformidad con lo establecido en el Capítulo III del Decreto 2591 de 1991. Así pues, se desprende que el mecanismo de amparo constitucional se torna improcedente, entre otras causas, cuando no existe una actuación u omisión del agente accionado a la que se le pueda endilgar la supuesta amenaza o vulneración de las garantías fundamentales en cuestión.
 
(...) 
En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)” ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”.   
 
Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus derechos”.
4.5.10.  Aunado a lo anterior, el accionante no demostró no llevó al convencimiento del juez de tutela alguna lesión o puesta en peligro inminente de sus prerrogativas constitucionales para obtener la protección de los mismos.  Frente a la procedencia excepcional de la acción de tutela cuando se esté frente a un perjuicio irremediable, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha precisado que únicamente se considerará que tal es la magnitud cuando, “dadas las circunstancias del caso particular, se constate que (iii) el daño es cierto e inminente, esto es, que no se debe a conjeturas o especulaciones, sino que se halla sustentado en la apreciación razonable de hechos reales y apremiantes; (iv) que involucra gravedad, desde el punto de vista de su incontrastable trascendencia y de la naturaleza del derecho fundamental que lesionaría; y (v) de urgente atención, en el sentido de que sea necesario e inaplazable precaverlo o mitigarlo, evitando que se consume una lesión antijurídica de connotación irreparable”.
Por lo anterior, no se tutelarán los derechos fundamentales a la educación, la igualdad y debido proceso.

DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley.  

RESUELVE

PRIMERO: 
NO TUTELAR al joven  Hernán José Silva Restrepo los derechos fundamentales al debido proceso, la educación y la igualdad.
SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 
TERCERO: Si esta decisión no es impugnada se dispone el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
11

